
TAMARA c. JUZGADO DE LOS SOCIAL MADRID N. 36 
 

 
Antecedentes de Hecho 
 
PRIMERO.— Según consta en los autos, se presentó demanda por la citada parte actora contra la 
mencionada parte demandada, siendo turnada para su conocimiento y enjuiciamiento al señalado 
Juzgado de lo Social, el cual, tras los pertinentes actos procesales de tramitación dictó auto. 
 
 SEGUNDO.— En dicho auto recurrido en suplicación se consignaron los siguientes hechos: 
"PRIMERO.— Con fecha 15-3-2016, se dictó resolución en el presente procedimiento, en los 
términos que constan en autos, que se dan por reproducidos. SEGUNDO.— Con fecha 4-4-2016, se 
presentó escrito por la parte Dª . Tamara interponiendo recurso de reposición contra la anterior 
resolución, de lo que se dio traslado a las demás por plazo de tres días, siendo impugnado por 
COMISIÓN INTERNACIONAL PARA LA CONSERVACIÓN DEL ATÚN ATLÁNTICO Y 
MINISTERIO FISCAL". 
 
TERCERO.— En dicho auto recurrido en suplicación se emitió el siguiente fallo o parte dispositiva: 
"Desestimar el recurso de reposición interpuesto por Dª . Tamara contra el auto de fecha 15-3-2016, 
el cual se mantiene integramente". 
 
CUARTO.— Frente a dicho auto se anunció recurso de suplicación por la parte demandante, 
formalizándolo posteriormente; tal recurso fue objeto de impugnación por la COMISIÓN 
INTERNACIONAL PARA LA CONSERVACIÓN DEL ATÚN ATLÁNTICO. 
 
QUINTO.— Elevados por el Juzgado de lo Social de referencia los autos principales, en unión de la 
pieza separada de recurso de suplicación, a esta Sala de lo Social de Madrid, tuvieron los mismos 
entrada en esta Sección Primera en fecha 19 de julio de 2016 dictándose la correspondiente y 
subsiguiente providencia para su tramitación en forma. 
 
SEXTO.— Nombrado Magistrado-Ponente, se dispuso el pase de autos al mismo para su 
conocimiento y estudio en 19 de octubre de 2016, señalándose el día 2 de noviembre de 2016 para 
los actos de votación y fallo.  
 
SÉPTIMO.— Por la recurrente se presentaron el 2 de septiembre de 2016 documentos 
administrativos, efectuadas las oportunas alegaciones por las demás partes, fueron rechazados por 
auto de 21 de septiembre de 2016. 
 
A la vista de los anteriores antecedentes de hecho, se formulan por esta Sección de Sala los siguientes 
Fundamentos de Derecho 
 
PRIMERO.— Interpone recurso de suplicación la parte actora contra auto del Juzgado de lo Social 
núm. 36 de los de Madrid de fecha 15-4-16 que, a su vez, desestimó el recurso de reposición contra 
el auto de 15-3-16, que declaró la falta de jurisdicción de los Juzgados de lo Social en la demanda 
dirigida por Doña Tamara en solicitud de resolución de contrato de trabajo e indemnización de daños 
y perjuicios por vulneración de derechos fundamentales contra COMISIÓN INTERNACIONAL 
PARA LA CONSERVACIÓN DEL ATÚN ATLÁNTICO. 
 
SEGUNDO .— A juicio del auto recurrido la pretensión deducida por la parte actora, que ostenta la 
condición de funcionaria en la organización internacional demandada, tiene en la normativa 
internacional de aplicación sus propios mecanismos de resolución a fin de salvaguardar la tutela 



judicial efectiva como son la solicitud de procedimiento de conciliación, recurso ante el Comité de 
apelaciones de la Organización en primera instancia y ante el Tribunal Administrativo de la OIT o el 
Tribunal Administrativo de Naciones Unidas en última instancia. 
TERCERO. — El exclusivo motivo del recurso denuncia infracción del artículo 25 LOPJ, 24 CE, 11 
del Convenio de Sede entre el Estado Español y la Comisión Internacional para la Conservación del 
Atún Atlántico, 10 de la Declaración Universal de Derechos Humanos y Estatutos y Reglamentos del 
ICCAT, 24 CE, a los que siguen una serie de alegaciones con relación al artículo 10 de la Ley Orgánica 
16/2015, de 27 de octubre sobre privilegios e inmunidades de determinados sujetos internacionales y 
Convención de Naciones Unidas sobre inmunidades jurisdiccionales, sosteniendo, en síntesis, ha 
agotado todos los trámites extrajudiciales posibles, habiéndose renunciado por la organización 
demandada a su inmunidad de jurisdicción, teniendo competencia el Juzgado de lo Social de Madrid. 
 
CUARTO .— Lo primero que debe destacar esta Sala de lo Social es que, al venir referida la cuestión 
controvertida a la competencia jurisdiccional y, por tanto al orden público procesal, no se encuentra 
limitada por los hechos probados de la resolución recurrida ni por los motivos y argumentos del 
recurso, sino que ha de examinar con entera libertad y plenas facultades todas las alegaciones y 
pruebas obrantes en autos, para así formar su propia convicción en orden a los hechos necesarios para 
dilucidar tal cuestión de competencia. (SSTS de 30 Oct. 1982, 9 Dic. 1984, 20 Mar. 1985, 13 Abr . y 
8 Jun. 1989 y 29 Ene . y 22 Feb. 1991, entre otras muchas). 
 
 Dicho esto, debemos hacer las siguientes consideraciones: 
A).—  La COMISIÓN INTERNACIONAL PARA LA CONSERVACIÓN DEL ATÚN ATLÁNTICO 
(ICCAT) es una organización internacional con sede en España y cuyo marco normativo se 
fundamenta en el Instrumento de Ratificación del Convenio de Sede entre el Estado Español y dicha 
Comisión firmado en Madrid a 29 de marzo de1971 (BOE 17-11-1971). 
 
B).—  La actora viene trabajando para la COMISIÓN INTERNACIONAL PARA LA 
CONSERVACIÓN DEL ATÚN ATLÁNTICO (ICCAT) en su oficina de España desde el 8-7-85 como 
telefonista recepcionista, primero sin contrato de trabajo, y a partir del 15-1-86 con la cobertura de 
diferentes contratos de trabajo (folio 94). Desde el 5-6-2006 añade a estas funciones las de Secretaria 
administrativa (folio 95). En nóminas aparece (folios 97 a 118) con la categoría de auxiliar 
administrativa. Ha sido acreditada como funcionaria ante el Ministerio de Asuntos Exteriores de 
España, categoría servicios generales, si bien esta calificación (folio 550) lo es simplemente a efectos 
internos u organizativos " según vigente esquema naciones unidas ", pero sin que conste desempeñe 
funciones que supongan el ejercicio del poder público de la  demandada. 
 
C).—  Los estatutos y reglamento de personal del ICCAT remiten a la aplicación  subsidiaria de los 
Estatutos del personal de la ONU para la Agricultura y  Alimentación, disponiendo a tal efecto el 
artículo 23.4 del Estatuto aprobado por el  Ministerio de Asuntos Exteriores (BOE 29-4-13) un 
mecanismo alternativo previo de  carácter facultativo o voluntario para sus empleados, no imperativo, 
("si así lo desean ", folio 134) para la solución de los conflictos: conciliación, recurso ante el Comité 
de  Apelaciones de la Organización en primera instancia y ante el Tribunal Administrativo  de la 
Organización Internacional del Trabajo o el Tribunal Administrativo de las  Naciones Unidas, según 
el caso, en última instancia. 
 
D).—  Conforme al artículo 35.1 de la Ley Orgánica 16/2015, de 27 de octubre, ya  vigente al 
momento de dictarse el auto recurrido, sobre privilegios e inmunidades  de los Estados extranjeros, 
en ausencia de acuerdo internacional bilateral o  multilateral aplicable, las organizaciones 
internacionales cuando se trate de  procedimientos de Derecho privado o de procesos del ámbito 
laboral relativos a miembros del personal de las organizaciones internacionales, no podrán hacer valer  



la inmunidad, salvo que acrediten disponer de un mecanismo alternativo de resolución de la 
controversia, que lógicamente debe ser imperativo y no dispositivo, esté previsto en el tratado 
constitutivo, los estatutos, el reglamento interno o en cualquier otro instrumento aplicable de las 
organizaciones internacionales. 
E).—  Conforme dispone el artículo 25.1 LOPJ: "En el orden social, los Juzgados y Tribunales 
españoles serán competentes:1.º  En materia de derechos y obligaciones derivados de contrato de 
trabajo, cuando los servicios se hayan prestado en España o el contrato  se haya celebrado en territorio 
español; cuando el demandado tenga su domicilio en territorio español o una agencia, sucursal, 
delegación o cualquier otra representación en España; cuando el trabajador y el empresario tengan 
nacionalidad española, cualquiera que sea el lugar de prestación de los servicios o de celebración del 
contrato; y, además, en el caso de contrato de embarque, si el contrato fue precedido de  oferta recibida 
en España por trabajador español. 
2.º  En materia de control de legalidad de los convenios colectivos de  trabajo celebrados en España 
y de pretensiones derivadas de conflictos  colectivos de trabajo promovidos en territorio español ". 
 
QUINTO. — Pues bien, si la relación en la que se inserta la prestación de servicios de  la actora en 
España es laboral, tal como se desprende palmariamente de los autos, suscribiéndose los 
correspondientes contratos de trabajo, desarrollándose funciones de gestión propias de una auxiliar 
administrativo en la sede la Organización internacional demandada en España, en virtud de las cuales 
reclama la resolución de su contrato de trabajo, — sin que se comprometan el ius imperii— acción a 
la que acumula otra de indemnización de daños y perjuicios por vulneración de derechos 
fundamentales, por mucho que a efectos meramente efectos internos u organizativos "según vigente 
esquema naciones unidas" , tenga la demandante la consideración de funcionaria, entendemos que la  
competencia jurisdiccional para conocer de la pretensión rectora, en aplicación del artículo 25 LOPJ, 
corresponde a los Juzgados de lo Social de Madrid. Máxime cuando los mecanismos internos de 
solución del conflicto de la organización demandada, como ha quedado dicho, no son imperativos 
sino dispositivos para las partes, sin que ICCAT pueda hacer valer la inmunidad de jurisdicción ante 
un proceso laboral como el presente, según se deduce del art. 35 de la Ley Orgánica 16/2015, de 27 
de octubre, ajeno a su ius imperii. Generalmente, se distingue, en el plano del Derecho internacional, 
entre los actos de soberanía de los Estados y organizaciones internacionales —iure imperii— y los 
meros  actos de gestión —iure gestionis—, de forma que los primeros están excluidos de someterse  
a la jurisdicción extranjera, mientras que los segundos ciertamente no, como lo nuestra la práctica 
cotidiana de los tribunales. El privilegio de la inmunidad jurisdiccional cede a favor de la jurisdicción 
del Estado receptor cuando se trata de simples actos de gestión, (STCO 107/1992 de 1 Jul. 1992, Rec. 
1293/1990) en los que, como en el caso enjuiciado, actúa ICCAT como un particular o de acuerdo 
con las normas del Derecho privado y laboral.  La doctrina de la inmunidad absoluta de jurisdicción 
puede considerarse ya en su etapa final y es que, hoy en día, la mayor parte, si no la totalidad de los 
Estados y demás sujetos de Derecho internacional como las organizaciones internacionales aceptan 
la teoría restringida o inmunidad relativa de jurisdicción. No existe, por otra parte, un acuerdo entre 
España y la organización internacional demandada para que por esta última se pueda hacer valer la 
inmunidad de jurisdicción ante los órganos jurisdiccionales españoles en un proceso como este, 
cuando el trabajo haya sido ejecutado o haya de ejecutarse total o parcialmente en España. En el caso, 
a mayor abundamiento, de estimarse la inmunidad de jurisdicción, no está previsto en la normativa 
de la organización demandada un tribunal propiamente jurisdiccional, no administrativo, donde pueda 
ventilarse el conflicto promovido. 
 
Es por lo razonado que se impone estimar el recurso de suplicación, al haberse conculcado el derecho 
a la tutela judicial efectiva del art. 24 CE y demás normativa denunciada, pues se ha impedido y 
frustrado a la trabajadora en el acceso a la jurisdicción social en defensa de sus derechos e intereses 
legítimos que únicamente podría articular ante los Juzgados de lo Social en España. 
 



 Sin costas (art. 235 LRJS). 
 
Fallamos 
 
Estimamos el recurso de suplicación interpuesto por la representación de Doña Tamara contra auto 
del Juzgado de lo Social núm. 36 de los de Madrid de fecha 15-4-16 que, a su vez, desestimó el 
recurso de reposición contra el auto de 15-3-16, y declaramos la competencia jurisdiccional de dicho 
Juzgado de lo Social para conocer de las pretensiones rectoras que derivan de la demanda interpuesta 
por la recurrente contra COMISIÓN INTERNACIONAL PARA LA CONSERVACIÓN DEL ATÚN 
ATLÁNTICO, y, con declaración de nulidad del auto de fecha 15-4-16, acordamos retrotraer las 
actuaciones al momento inmediatamente anterior, debiéndose señalar para la celebración del 
correspondiente juicio.  
Sin costas. 
 
Incorpórese el original de esta sentencia, por su orden, al Libro de Sentencias de esta  
Sección de Sala. 
 
Expídanse certificaciones de esta sentencia para su unión a la pieza separada o rollo de  
suplicación, que se archivará en este Tribunal, y a los autos principales. 
 
Notifíquese la presente sentencia a las partes y a la Fiscalía del Tribunal Superior de  
Justicia de Madrid. 
 
Hágaseles saber a los antedichos, sirviendo para ello esta misma orden, que contra la presente 
sentencia pueden, si a su derecho conviene, interponer recurso de casación para  la unificación de la 
doctrina, que ha de prepararse mediante escrito presentado ante esta Sala de lo Social de Madrid 
dentro del improrrogable plazo de los diez días laborales  inmediatos siguientes a la fecha de 
notificación de esta sentencia de acuerdo con los establecido, más en concreto, en los artículos 220, 
221 y 230 de la LRJS . 
 
Asimismo se hace expresa advertencia a todo posible recurrente en casación para unificación de esta 
sentencia que no goce de la condición de trabajador o de causahabiente  suyo o de beneficiario del 
Régimen Público de la Seguridad Social o del beneficio reconocido de justicia gratuita, deberá 
acreditarse ante esta Sala al tiempo de preparar el recurso el ingreso en metálico del depósito de 600 
euros conforme al art. 229.1 b) de la LRJS y la consignación del importe de la condena cuando 
proceda, presentando resguardos acreditativos de haber efectuado ambos ingresos, separadamente, 
en la cuenta corriente número 2826000000 nºrecurso que esta Sección Primera tiene abierta en el 
Banco de Santander, sita en el Paseo del General Martínez Campos 35, 28010 de Madrid, 
 
Se puede realizar el ingreso por transferencia bancaria desde una cuenta corriente abierta en cualquier 
entidad bancaria distinta de Banco de Santander. Para ello ha de seguir todos los pasos siguientes: 
Emitir la transferencia a la cuenta bancaria siguiente: IBAN ES55 0049 3569 9200 0500 1274. En el 
campo ordenante, se indicará como mínimo el nombre o razón social de la persona física o jurídica 
obligada a hacer el ingreso y si es posible, el nif /cif de la misma.  
En el campo beneficiario, se identificará al juzgado o tribunal que ordena el ingreso. En el campo 
"observaciones o concepto de la transferencia", se consignarán los 16 dígitos que  
corresponden al procedimiento. 
 
Pudiéndose, en su caso, sustituir dicha consignación en metálico por el aseguramiento de dicha 
condena mediante el correspondiente aval solidario de duración indefinida y pagadero a primer 
requerimiento emitido por la entidad de crédito.Una vez adquiera firmeza la presente sentencia, 



devuélvanse los autos originales, para su debida ejecución, al Juzgado de lo Social de su procedencia, 
dejando de ello debida nota en los Libros de esta Sección de Sala. 
Así, por esta nuestra sentencia, lo pronunciamos, mandamos y firmamos. 
 
PUBLICACION.— Leída y publicada fue la anterior sentencia el, por el Ilmo. Sr.  
Magistrado Ponente que la suscribe, en la Sala de Audiencias de este Tribunal, doy fe. 


